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Número UEC/DJEC/M/066/2018 
Palacio Legislativo, a 26 de Marzo de 2018 

 
Asunto: Criterios jurisprudenciales relevantes en las publicaciones del Semanario 

Judicial de la Federación correspondientes al mes de Marzo de 2018. 
 
En los ejemplares del Semanario Judicial de la Federación correspondientes al mes de 
Marzo de 20181, se publicaron los siguientes criterios jurisprudenciales relevantes para la 
Unidad de Evaluación y Control: 
INICIO 

FISCALIZACIÓN SUPERIOR, PRESUPUESTO Y DEUDA PÚBLICA. 

No se ubicaron publicaciones en estas materias 

 

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN 
DE CUENTAS 

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SI SE 
REÚNEN LAS CONDICIONES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA (ABROGADA), LA AUTORIDAD QUEDA OBLIGADA A ABSTENERSE DE INICIAR 
EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO O DE IMPONER SANCIONES. 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. NO SE 
ACTUALIZA LA INFRACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 8, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA ABROGADA, CUANDO LOS BENEFICIOS ADICIONALES A LAS 
CONTRAPRESTACIONES COMPROBABLES OBTENIDOS DERIVAN DEL DEPÓSITO QUE, 
POR ERROR, REALIZÓ LA DEPENDENCIA EN LA CUENTA BANCARIA DEL SERVIDOR 
PÚBLICO Y DEJÓ CONSTANCIA DE ELLO. 

AVERIGUACIÓN PREVIA. LA "PRUEBA DE DAÑO" PREVISTA EN LAS LEYES 
FEDERAL Y GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA, INSTITUIDA PARA DETERMINAR SI SE PERMITE EL ACCESO A 
INFORMACIÓN RESERVADA, ES INAPLICABLE PARA QUIENES SON PARTE EN LA 
INDAGATORIA, POR LO QUE UTILIZARLA PARA RESTRINGIRLES EL ACCESO A 
LAS CONSTANCIAS QUE LA INTEGRAN, CONSTITUYE UNA CARGA 
DESPROPORCIONADA, INCOMPATIBLE CON EL DERECHO DE DEFENSA 
ADECUADA. 

 

ASUNTOS DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO. 

OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES DE AMPARO TIENEN FACULTADES PARA 
ORDENAR LA RESTITUCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS 
HAYAN SIDO VIOLADOS POR. 

DIFERENCIAS ENTRE LAS LAGUNAS NORMATIVAS Y LAS OMISIONES LEGISLATIVAS. 

 

CRITERIOS RELEVANTES PARA EL TRABAJO JURÍDICO DE LA UEC 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

                                                           
1 Los Semanarios se publicaron los días 2, 9, 16 y 23 de marzo de 2018. 
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TIPOS DE OMISIONES COMO ACTOS DE AUTORIDAD PARA FINES DEL JUICIO DE 
AMPARO. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. METODOLOGÍA PARA CALCULAR LA 
INDEMNIZACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 109 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CUANDO SE HAYA OTORGADO PREVIAMENTE UNA 
INDEMNIZACIÓN DERIVADA DE UNA QUEJA ADMINISTRATIVA EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 296 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA REPARACIÓN INTEGRAL 
RESULTANTE DE ÉSTA ES DIFERENTE A LA INDEMNIZACIÓN DERIVADA DE LA QUEJA 
ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 296 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A DICHO 
PRINCIPIO CUANDO SE RECLAME LA APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS 
INCONSTITUCIONALES POR JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN. 

COSTAS. CUANDO SE CONDENA A LA ACTORA A SU PAGO Y SÓLO EXISTIÓ CONDENA 
PARCIAL AL PAGO DE LAS PRESTACIONES DEMANDADAS, LA CUANTIFICACIÓN DEBE 
REALIZARSE ATENDIENDO A LA SUMA POR LA QUE INJUSTAMENTE SE LLAMÓ A LA 
DEMANDADA A JUICIO. 

RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR REDUCCIÓN SALARIAL. PARA QUE SE 
CONFIGURE DICHA CAUSAL ES SUFICIENTE QUE EL PATRÓN HAGA DEL CONOCIMIENTO 
DEL TRABAJADOR, POR CUALQUIER MEDIO, SU DECISIÓN DE DISMINUIR SU SALARIO. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016424  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XX/2018 (10a.)  
 

OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO 
DE AMPARO. 
 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que en el marco 
del juicio de amparo sólo habrá una omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un 
mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un 
determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente. En efecto, 
en caso de no existir un mandato constitucional que establezca con toda claridad el deber 
de legislar, la conducta de la autoridad carecería de toda relevancia jurídica para efectos 
del juicio de amparo, de ahí que en esta vía procesal no tenga mucho sentido hablar de 
omisiones de ejercicio potestativo. Por último, es importante aclarar que autoridades 
distintas al Congreso de la Unión también podrían estar constitucionalmente obligadas a 
emitir normas generales, abstractas e impersonales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 
de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016423  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XXII/2018 (10a.)  
 

OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES DE AMPARO TIENEN 
FACULTADES PARA ORDENAR LA RESTITUCIÓN DE LOS DERECHOS 
DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS HAYAN SIDO VIOLADOS POR. 
 
En un Estado constitucional de derecho todas las autoridades deben respetar la 
Constitución. Así, aun cuando el Poder Legislativo tenga una función de la máxima 
importancia dentro nuestro orden constitucional y ésta se le haya encomendado de manera 
exclusiva -aunque con cierta intervención del Poder Ejecutivo-, también se encuentra 
sometido a la Constitución. En consecuencia, cuando exista una omisión legislativa el Poder 
Legislativo no es libre para decidir no legislar. En efecto, cuando la Constitución establece 
un deber de legislar respecto de algún tema en específico a cargo del Poder Legislativo, el 
ejercicio de la facultad de legislar deja de ser discrecional y se convierte en una 
competencia de ejercicio obligatorio. En este escenario, la única manera de mantener un 
estado de regularidad constitucional es que los tribunales de amparo estén en aptitud de 
determinar si en un caso concreto una omisión de legislar se traduce además en una 
vulneración a los derechos de las personas. En esta lógica, sostener la improcedencia del 
juicio amparo contra omisiones legislativas cuando se alega que vulneran derechos 
fundamentales implicaría desconocer la fuerza normativa a la Constitución, situación que 
es inaceptable en un Estado constitucional de derecho. Así, cuando exista un mandato 
constitucional expreso dirigido al Poder Legislativo en el que se le imponga claramente el 
deber de legislar o de hacerlo en algún sentido específico, los tribunales de amparo tienen 
la responsabilidad de velar por el cumplimiento de la Constitución. Particularmente, tienen 
el deber de proteger a las personas frente a las omisiones del legislador, garantizando que 
éstas no se traduzcan en vulneraciones de sus derechos fundamentales. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 
de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
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Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016420  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. XIX/2018 (10a.)  
 

DIFERENCIAS ENTRE LAS LAGUNAS NORMATIVAS Y LAS OMISIONES 
LEGISLATIVAS. 
 
Existe una laguna normativa cuando el legislador no regula un supuesto de hecho 
específico, de tal forma que un caso concreto comprendido en ese supuesto no puede ser 
resuelto con base en normas preexistentes del sistema jurídico. En cambio, una omisión 
legislativa se presenta cuando el legislador no expide una norma o un conjunto de normas 
estando obligado a ello por la Constitución. Así, mientras las lagunas deben ser colmadas 
por los jueces creando una norma que sea aplicable al caso (o evitando la laguna 
interpretando las normas existentes de tal forma que comprendan el supuesto que se les 
presenta), una omisión legislativa no puede ser reparada unilateralmente por los tribunales, 
pues éstos no tienen competencia para emitir las leyes ordenadas por la Constitución, por 
lo que es el órgano legislativo quien debe cumplir con su deber de legislar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 
de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016517  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: VI.1o.A.113 A (10a.)  
 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. SI SE REÚNEN LAS CONDICIONES PREVISTAS EN EL 
ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), LA 
AUTORIDAD QUEDA OBLIGADA A ABSTENERSE DE INICIAR EL 
PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO O DE IMPONER SANCIONES. 
 
El precepto mencionado dispone que las autoridades administrativas "podrán" abstenerse 
de iniciar el procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas a un 
servidor público cuando se reúnan las condiciones en él previstas. Ahora, conforme a la 
tesis aislada 2a. LXXXVI/97, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en el ámbito legislativo el verbo "poder" no necesariamente tiene el significado de 
discrecionalidad, sino que en ocasiones se utiliza en el sentido de "obligatoriedad". Así, del 
proceso legislativo que dio origen a ese artículo se desprende lo siguiente: a) la iniciativa 
de ley se refirió a la necesidad de incorporar causas eximentes de responsabilidad, sujetas 
a determinadas condiciones; b) en la iniciativa de ley se emplean los términos "no se 
considerará que existe incumplimiento" y "deberán abstenerse"; c) en ningún momento se 
hizo referencia a la discrecionalidad de la autoridad administrativa como un elemento 
relevante para la aplicación de las eximentes de responsabilidad; d) en el dictamen de la 
Cámara de Origen se estimó atinada la visión planteada en la iniciativa; e) si bien en dicho 
dictamen se modificó la iniciativa, ello fue únicamente para reubicar uno de los supuestos 
a fin de que quedaran previstos en un solo numeral; y, f) en el dictamen aludido se destacó 
que para no provocar impunidad, se establecían las condiciones consistentes en que las 
eximentes de responsabilidad se aplicaran por una sola vez, por un mismo hecho y en un 
periodo de un año. Por tanto, dado que la necesidad de incorporar causas eximentes de 
responsabilidad, sujeta a determinadas condiciones implica, por su naturaleza, que no 
puedan estar condicionadas a la discrecionalidad de las autoridades, aunado a que ésta no 
quedó abierta por la modificación de la iniciativa, se estima entonces que la facultad prevista 
en el artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos no es discrecional, sino obligatoria en los casos en que se surtan las 
condiciones en él previstas -facultad reglada-. Además, esta interpretación no ocasiona una 
falta de armonía con los restantes preceptos de la ley, sino únicamente el establecimiento 
de eximentes de responsabilidad vinculantes no sometidas a la discrecionalidad de la 
autoridad administrativa. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO 
CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
218/2017. 14 de febrero de 2018. Mayoría de votos, unanimidad en relación con el tema 
contenido en esta tesis. Disidente: Jorge Higuera Corona. Ponente: Luis Manuel Villa 
Gutiérrez. Secretario: Álvaro Lara Juárez. 
 
Nota: La tesis aislada 2a. LXXXVI/97 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, agosto de 1997, página 217, con el 
rubro: "PODER. EL USO DE ESTE VERBO EN LAS DISPOSICIONES LEGALES, NO 
NECESARIAMENTE IMPLICA UNA FACULTAD DISCRECIONAL." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016505  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XX.A.1 K (10a.)  
 

DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA UNA 
EXCEPCIÓN A DICHO PRINCIPIO CUANDO SE RECLAME LA 
APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN. 
 
Cuando en la demanda de amparo indirecto se reclame la aplicación de leyes declaradas 
inconstitucionales por jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, aun 
cuando no se señalen como responsables a las autoridades que intervinieron en el proceso 
legislativo del que aquéllas derivaron, debe considerarse optativo para el quejoso agotar el 
recurso o medio ordinario de defensa en su contra, antes de promover el juicio 
constitucional, pues esa circunstancia actualiza una excepción al principio de definitividad, 
ya que la aplicación de dichas normas viola directamente la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en específico, su artículo 133, que prevé el principio de 
supremacía constitucional, el cual busca evitar la aplicación de leyes contrarias a la propia 
Carta Magna; inclusive, si el acto reclamado se encuentra fundado en normas declaradas 
inconstitucionales por jurisprudencia del Máximo Tribunal del País, también carece del 
requisito de fundamentación, lo que actualiza una diversa excepción al principio de 
definitividad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 377/2017. Dora Castellanos Urbina. 25 de enero de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Miguel Moreno Camacho. Secretaria: Gabriela Mejía González. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016428  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XVIII/2018 (10a.)  
 

TIPOS DE OMISIONES COMO ACTOS DE AUTORIDAD PARA FINES DEL 
JUICIO DE AMPARO. 
 
Pueden identificarse al menos tres tipos de omisiones en función del ámbito de competencia 
de las autoridades a las que se atribuye el incumplimiento de un deber: omisiones 
administrativas, omisiones judiciales y omisiones legislativas. Dentro de las omisiones 
legislativas puede a su vez distinguirse entre las omisiones legislativas absolutas y las 
relativas. Ahora, según lo resuelto por el Pleno en la controversia constitucional 14/2005, 
las primeras se presentan cuando el órgano legislativo "simplemente no ha ejercido su 
competencia de crear leyes en ningún sentido"; en cambio, las segundas ocurren cuando 
el "órgano legislativo [ha] ejercido su competencia, pero de manera parcial o simplemente 
no realizándola de manera completa e integral, impidiendo así el correcto desarrollo y 
eficacia de su función creadora de leyes. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1359/2015. Campaña Global por la Libertad de Expresión A19, A.C. 15 
de noviembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández, quienes formularon voto concurrente. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: José 
Ignacio Morales Simón y Arturo Bárcena Zubieta. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016449  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
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COSTAS. CUANDO SE CONDENA A LA ACTORA A SU PAGO Y SÓLO 
EXISTIÓ CONDENA PARCIAL AL PAGO DE LAS PRESTACIONES 
DEMANDADAS, LA CUANTIFICACIÓN DEBE REALIZARSE 
ATENDIENDO A LA SUMA POR LA QUE INJUSTAMENTE SE LLAMÓ A 
LA DEMANDADA A JUICIO. 

 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado que la cuantía 
del negocio incluye la suerte principal y los intereses demandados para regular los 
honorarios de los abogados, en virtud de que el profesionista litiga, presta sus servicios y 
adquiere responsabilidad sobre la totalidad de las prestaciones que se discuten en el juicio 
-jurisprudencia 1a./J. 35/98, de rubro: "CUANTÍA DEL NEGOCIO. INCLUYE LA SUERTE 
PRINCIPAL Y LOS INTERESES DEMANDADOS PARA EL EFECTO DE REGULAR LOS 
HONORARIOS DE LOS ABOGADOS (DISTRITO FEDERAL).".- Por su parte, los artículos 
128 y 129 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México establecen que las costas se generan en asuntos tanto de cuantía 
indeterminada como determinada y, conforme al primero de estos preceptos, deben 
cuantificarse con base en el monto del negocio, sin especificar si se trata de una condena 
parcial o total, o bien, si existe una absolución total o parcial. Tomando en cuenta lo anterior, 
cabe establecer que cuando la condena a la demandada es parcial, porque la actora no 
obtuvo todo lo que pidió y, además, fue condenada en costas, éstas deberán liquidarse 
considerando la cantidad por la que la demandada fue injustamente traída a juicio, es decir, 
la suma respecto de la que fue implícitamente absuelta, y no en relación con el monto que 
fue motivo de condena, pues la demandada se vio obligada a defenderse respecto del 
monto por el que fue absuelta; sin que exista base para estimar que las costas deben 
cuantificarse considerando el monto originalmente demandado, pues aun cuando no se 
acreditó que la demandada adeudaba la totalidad de lo reclamado, sí se demostró que 
existía obligación de pago a su cargo, pues fue condenada parcialmente. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Amparo en revisión 43/2016. Daltem Provee Nacional, S.A. de C.V. 28 de septiembre de 
2016. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Ma. del 
Carmen Meléndez Valerio. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 35/98 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, agosto de 1998, página 
156. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. METODOLOGÍA 
PARA CALCULAR LA INDEMNIZACIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 
109 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, CUANDO SE HAYA OTORGADO PREVIAMENTE UNA 
INDEMNIZACIÓN DERIVADA DE UNA QUEJA ADMINISTRATIVA EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 296 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. 
 
Para dar cumplimiento efectivo al mandato del artículo 109 de la Constitución Federal, es 
necesario que la autoridad que conozca de los casos, en el supuesto de acreditarse la 
responsabilidad patrimonial del Estado por negligencia médica, entre al estudio de fondo y 
calcule la indemnización integral debida, sin que de un análisis preliminar pueda darse por 
satisfecha la reparación integral del daño por responsabilidad patrimonial por el simple 
hecho de haberse entregado una indemnización previa, producto del trámite de una queja 
administrativa. De esta forma, en los casos en que confluyan el ejercicio de ambos 
procedimientos, y con motivo de la queja administrativa se hubiere otorgado previamente 
una indemnización, la autoridad que tramita el procedimiento de responsabilidad, una vez 
agotados los temas de procedencia, deberá llevar a cabo lo siguiente: a) determinar si se 
acredita o no la responsabilidad patrimonial del Estado; b) en caso afirmativo, calcular el 
monto que constituye la reparación integral en el caso concreto (por daño personal y moral); 
y c) de existir un pago por un concepto indemnizatorio obtenido en una vía distinta y por los 
mismos hechos, restarlo del monto de la reparación integral a pagar. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6471/2016. Elida Galindo Guardiola. 10 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González 
Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

14 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220. 

  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

15 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220. 

INICIO 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016432  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 16 de marzo de 2018 10:19 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a. XVIII/2018 (10a.)  
 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA REPARACIÓN 
INTEGRAL RESULTANTE DE ÉSTA ES DIFERENTE A LA 
INDEMNIZACIÓN DERIVADA DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 296 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. 
 
La queja administrativa (médica) y el procedimiento de responsabilidad patrimonial del 
Estado son procedimientos diferentes, con objetos, finalidades, reglas y naturalezas 
diversas, toda vez que la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado abarca 
un cúmulo de elementos que deben tomarse en consideración para cumplir con una 
indemnización integral, mientras la queja médica, en términos del artículo 296 de la Ley del 
Seguro Social, tiene por objeto conocer las insatisfacciones de los usuarios por actos u 
omisiones del personal institucional, vinculados con la prestación de los servicios médicos; 
y de manera secundaria, cuando resulta fundada, permite el pago de una indemnización 
con fundamento en el artículo 16 del Instructivo para el Trámite y Resolución de las Quejas 
Administrativas ante el Instituto Mexicano del Seguro Social, el cual no pormenoriza los 
rubros o elementos para su cuantificación. Por tanto, al no ser la indemnización producto 
de la queja administrativa una institución jurídica nacida del artículo 109 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, no puede concluirse, en un análisis preliminar, 
que los montos percibidos satisfacen los alcances de la indemnización a que se tiene 
derecho por la responsabilidad patrimonial del Estado, resultado de la actividad 
administrativa irregular, pues para ello es necesario confirmar que el pago recibido satisface 
plenamente el daño tanto personal como moral causado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6471/2016. Elida Galindo Guardiola. 10 de mayo de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González 
Varas. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de marzo de 2018 a las 10:19 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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RESCISIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR REDUCCIÓN SALARIAL. 
PARA QUE SE CONFIGURE DICHA CAUSAL ES SUFICIENTE QUE EL 
PATRÓN HAGA DEL CONOCIMIENTO DEL TRABAJADOR, POR 
CUALQUIER MEDIO, SU DECISIÓN DE DISMINUIR SU SALARIO. 
 
De los artículos 51, fracción IV, 82 y 84 de la Ley Federal del Trabajo, así como de la 
jurisprudencia 2a./J. 88/2005, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXII, julio de 2005, página 482, de rubro: "RESCISIÓN DE LA 
RELACIÓN LABORAL POR REDUCCIÓN DEL SALARIO, NO ES NECESARIO QUE SE 
DEMUESTRE QUE SE EFECTUARON GESTIONES PARA OBTENER EL PAGO 
CORRECTO. BASTA CON QUE SE ACREDITE LA EXISTENCIA DE SU REDUCCIÓN.", 
se advierte que es causa de rescisión de la relación de trabajo, sin responsabilidad para el 
trabajador, reducir el patrón el salario, que es la retribución que debe pagarle por su trabajo 
y que se integra con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria, gratificaciones, 
percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie y cualquier otra 
cantidad o prestación que se le entregue por ese motivo y que tratándose de la rescisión 
de la relación laboral por reducción de salario, es innecesario que el trabajador demuestre 
que efectuó las gestiones para obtener el pago correcto, porque basta con que acredite la 
existencia de su reducción; por tanto, para que dicha causal de rescisión se configure, debe 
existir una reducción en el salario percibido por el trabajador y ello se verifica cuando se 
revela la decisión del patrón de pagar al empleado menos de lo que recibía; en 
consecuencia, se estará en condiciones de constatar la actualización de los presupuestos 
de dicha acción, y origina así el derecho del trabajador para rescindir la relación laboral sin 
su responsabilidad. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 697/2017. Servicios Decoplas, S.A. de C.V. y otras. 30 de noviembre de 
2017. Unanimidad de votos. Ponente: María del Rosario Mota Cienfuegos. Secretaria: 
Yolanda Rodríguez Posada. 
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Esta tesis se publicó el viernes 02 de marzo de 2018 a las 10:05 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
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RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. NO SE ACTUALIZA LA INFRACCIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 8, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA 
ABROGADA, CUANDO LOS BENEFICIOS ADICIONALES A LAS 
CONTRAPRESTACIONES COMPROBABLES OBTENIDOS DERIVAN 
DEL DEPÓSITO QUE, POR ERROR, REALIZÓ LA DEPENDENCIA EN LA 
CUENTA BANCARIA DEL SERVIDOR PÚBLICO Y DEJÓ CONSTANCIA 
DE ELLO. 
 
Del artículo 8, fracción XIII, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos abrogada, se advierte que la infracción a ese tipo administrativo se 
actualiza cuando el servidor público obtenga beneficios adicionales a las 
contraprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el desempeño de su función. 
En estas condiciones, si por error la dependencia en la que aquél presta sus servicios 
deposita en su cuenta bancaria una cantidad que excede la contraprestación 
correspondiente y ello consta en los listados de la nómina y en los recibos respectivos, no 
puede concluirse que el servidor público obtuvo un beneficio en los términos del precepto 
citado, por no haber desplegado conducta alguna en el mundo fáctico para beneficiarse, 
aunado a que tampoco se colma el elemento típico atinente a la no comprobabilidad de lo 
obtenido. Por tanto, no se actualiza la infracción señalada; de ahí que el hecho comprobado 
por la autoridad constituye una conducta atípica no sancionable. 
 
DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 
223/2017. Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de la Función Pública. 
11 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Arturo Camero Ocampo. 
Secretaria: Sandra Paulina Delgado Robledo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de marzo de 2018 a las 10:12 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

20 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220. 

  



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

21 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220. 

Época: Décima Época  
Registro: 2016501  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de marzo de 2018 10:26 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: I.9o.P.183 P (10a.)  
 

AVERIGUACIÓN PREVIA. LA "PRUEBA DE DAÑO" PREVISTA EN LAS 
LEYES FEDERAL Y GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA, INSTITUIDA PARA DETERMINAR SI SE 
PERMITE EL ACCESO A INFORMACIÓN RESERVADA, ES INAPLICABLE 
PARA QUIENES SON PARTE EN LA INDAGATORIA, POR LO QUE 
UTILIZARLA PARA RESTRINGIRLES EL ACCESO A LAS CONSTANCIAS 
QUE LA INTEGRAN, CONSTITUYE UNA CARGA DESPROPORCIONADA, 
INCOMPATIBLE CON EL DERECHO DE DEFENSA ADECUADA. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al analizar el derecho de 
acceso a la información, determinó que la información reservada puede darse a conocer 
públicamente, mediante la elaboración de una "prueba de daño" -prevista en las Leyes 
Federal y General de Transparencia y Acceso a la Información Pública- que consiste, 
medularmente, en la facultad de la autoridad que posee la información solicitada para 
ponderar y valorar mediante la debida fundamentación y motivación, el proporcionarla o no, 
en tanto que su divulgación ponga en riesgo o pueda causar un perjuicio real al objetivo o 
principio que trata de salvaguardar, y de manera estricta debe demostrarse que el perjuicio 
u objetivo reservado, resulta mayormente afectado que los beneficios que podrían lograrse 
con la difusión de la información. Lo anterior, conforme al principio de buena fe en materia 
de acceso a la información, previsto en el artículo 6o., fracción III, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el cual dispone que toda persona, sin necesidad de 
acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información 
pública. Lo anterior le permitió concluir que los párrafos segundo, tercero y sexto del artículo 
16 del Código Federal de Procedimientos Penales (abrogado), transgreden el derecho 
humano de acceso a la información, al prever que la contenida en una averiguación previa 
debe considerarse reservada, sin contener criterios que permitan determinar 
casuísticamente cuál es la información que debe reservarse. Ahora bien, tratándose de 
averiguaciones previas, esas consideraciones deben entenderse aplicables para terceros a 
ellas, esto es, cuando quien solicita la información no es parte en la indagatoria, pues para 
el inculpado, su defensor, la víctima u ofendido y su representante legal, la averiguación 
previa no puede considerarse como información reservada o confidencial, ni justifica la 
negativa de expedirles copias de las constancias que la integran, porque hacerlo constituye 
una carga desproporcionada, incompatible con el derecho de defensa adecuada, previsto 
en el artículo 20 de la Constitución Federal, aunado a que las partes gozan de legitimación 



 
COMISIÓN DE VIGILANCIA DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN 

UNIDAD DE EVALUACIÓN Y CONTROL 
DIRECCIÓN JURÍDICA PARA LA EVALUACIÓN Y CONTROL 

 
 

 
 

22 
Congreso de la Unión 66, Col. El Parque, Deleg. Venustiano Carranza, C.P. 15960 

Edificio G, Segundo Nivel; Tel. 5036 0000 Ext. 52220. 

para intervenir en la fase procesal de referencia, a fin de acreditar sus pretensiones y tienen 
conocimiento de los hechos. La anterior interpretación es acorde con el artículo 1o. 
constitucional y con lo sostenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el 
caso "Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos", en el que determinó que la negativa 
de expedir copias del expediente de una investigación a las víctimas, constituye una carga 
desproporcionada en su perjuicio, incompatible con el derecho a su participación en la 
averiguación previa y que, por tanto, el Estado debe contar con mecanismos menos lesivos 
al derecho de acceso a la justicia para proteger la difusión del contenido de las 
investigaciones en curso y la integridad de los expedientes. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 294/2017. 1 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Irma 
Rivero Ortiz de Alcántara. Secretario: José Trejo Martínez. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación. 
 


